Fallo:   

En Buenos Aires, a los 3 días del mes de junio 2010, reunidos en Acuerdo los señores jueces de la Sala I de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, para resolver en autos "Oremar Representaciones S.A. c/ DNCI- Disp. 528/08 (Expte. S01-.20495/07)", 

La Sra. Jueza de Cámara Clara M. do Pico dijo: 

I.- Que la Dirección Nacional de Comercio Interior (en adelante DNCI), mediante disposición n° 528/2008, impuso a la empresa Oremar Representaciones S.A. la sanción de multa de $5.000 por infracción a los artículos 2º 


y 8º 

de la Resolución N° 7/2002 de la Secretaría de la Competencia, la Desregulación y la Defensa del Consumidor -sustituidos por los arts. 1º y 2º de la Resolución 2/2005, reglamentaria de la ley 22.802 

de Lealtad Comercial-, por haber consignado en la publicidad del Diario La Nación de fecha 14 de enero de 2007 las frases "Ushuaia-Antártida.5 Días De Navegación.U$S 6232 SUITE U$S 4351 Cabina Externa.", sin indicar el precio total y de contado del servicio ofrecido expresado en moneda de curso legal y forzoso de la República Argentina (Pesos). 

Consideró, al respecto (i) que el hecho de que la empresa imputada ofrezca sus servicios en el mercado interno, conlleva que los precios publicitados sean indicados en moneda de curso legal y forzoso de la República Argentina (pesos), única manera de garantizar el derecho de los consumidores a recibir la más completa información del monto exacto que deben desembolsar por los servicios que le son ofrecidos; y (ii) que para poder determinar el valor del servicio ofrecido, el consumidor debe hacer un cálculo matemático que le permita dilucidar el mismo, lo que se opone a la finalidad de la Ley de Lealtad Comercial, que tiene por objetivo que el consumidor conozca en forma inmediata el monto que deberá pagar, así como permitirle una rápida comparación con los valores de otrosoferentes del mercado. 

II.- Que a fs. 87/92vta. la empresa Oremar Representaciones S.A., mediante apoderada, interpuso recurso de apelación en los términos del art. 22 

de la ley 22.802, y fundó el mismo con los siguientes argumentos: (i) el precio del producto es el dólares y la precisión de su valor en pesos sólo tendría lugar en el momento se su efectivo pago, el que incluso en la mayoría de los casos se cancela directamente en dólares; (ii) las preciones en pesos que debería hacer en oportunidad de la publicación serían imprecisas e, incluso, incorrectas de no mantenerse el valor de paridad el día en que el pasajero cancelara el servicio. De esta forma, no sería posible darle la protección que el consumidor se merece, informándole una tarifa no ajustada al valor definitivo; y (iii) como comercializadora del producto de manera no exclusiva, la empresa no es quien le pone el precio al producto, y el hecho de que el ofrecimiento lo sea en el mercado interno, no le impone la obligación de que los precios sean indicados en pesos argentinos. 

III.- Corrido el correspondiente traslado del recurso, el apoderado del Ministerio de Economía y Producción contestó el mismo a fs. 115/117vta. 

En síntesis argumentó -a favor del mantenimiento de la sanción impuesta- que: (i) la norma que establece la obligación de indicar en moneda de curso legal en la República Argentina, los precios de venta de los bienes muebles y servicios que se ofrezcan a los consumidores finales, no admite excepción; y (ii) la sancionada no ha tenido en cuenta la naturaleza formal de la infracción verificada, la que se configura con la omisión constatada. 

IV.- Las presentes actuaciones se inician como consecuencia de una publicidad efectuada por la empresa Oremar Representaciones S.A. en el Diario La Nación, del día 14 de enero de 2007, en la cual se consigan la frase "Ushuaia- Antártida. 5 Días De Navegación..U$S 6232 SUITE U$S 4351 Cabina Externa.". 

La Dirección Nacional de Comercio Interior, entendió que al no indicarse -en la publicidad citada- el precio total y de contado del servicio ofrecido expresado en moneda de curso legal y forzoso de la República Argentina (Pesos), la misma estaría violando los artículos 2º y 8º de la Resolución N° 7/2002 de la Secretaría de la Competencia, la Desregulación y la Defensa del Consumidor -sustituidos por los arts. 1º y 2º de la Resolución 2/2005, reglamentaria de la ley 22.802 de Lealtad Comercial-. 

V.- En primer término debe recordarse las normas aplicables a la cuestión sometida a análisis. 

El art. 42 

de nuestra Carta Magna establece: "Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de elección, y a condiciones de trato equitativo y digno. Las autoridades proveerán a la protección de esos derechos, a la educación para el consumo, a la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios naturales y legales, al de la calidad y eficiencia de los servicios públicos, y a la constitución de asociaciones de consumidores y de usuarios. La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos, y los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia nacional, previendo la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y usuarios y de las provincias interesadas, en los organismos de control". 

Por su parte, la Ley 24.624, en su artículo 4º 

dispone: "El proveedor está obligado a suministrar al consumidor en forma cierta, clara y detallada todo lo relacionado con las características esenciales de los bienes y servicios que provee, y las condiciones de su comercialización.La información debe ser siempre gratuita para el consumidor y proporcionada con claridad necesaria que permita su comprensión". 

A su vez, la Resolución n° 7/02 de la Secretaría de la Competencia, la Desregulación y la Defensa al Consumidor, reglamentaria de la ley 22.802, establece el perfeccionamiento de los mecanismos que garantizan el derecho de los consumidores a recibir la más completa información acerca de los precios de los bienes y servicios que les son ofrecidos, a saber: "Cuando se publiciten voluntariamente precios de bienes, muebles o inmuebles, o servicios por cualquier medio (gráfico, radial, televisivo, cinematográfico, internet u otros), deberá hacerse de acuerdo con lo establecido en los Artículos 2°, 3º y 4° 

de la presente Resolución especificando además la marca, el modelo, tipo o medida y país de origen del bien, precisando la ubicación y el alcance de los servicios cuando corresponda, como así también la razón social del oferente y su domicilio en el país, o la indicación expresa de tal circunstancia cuando no lo hubiere. En todos los casos la información deberá ser clara, y de fácil visualización y comprensión para el consumidor." (artículo 8º). 

Por otro lado el artículo 2º establece:"Quienes ofrezcan bienes muebles o servicios a consumidores finales deberán indicar el precio expresado en moneda de curso legal y forzoso en la República Argentina -pesos-. 

El mismo deberá ser el de contado en dinero efectivo, y corresponderá al importe total que efectivamente deba abonar el consumidor final. 

En los casos en que, además, se acepte la opción de pago mediante moneda extranjera, letras, bonos u otros medios de pago, tal circunstancia deberá indicarse claramente en los lugares de acceso al establecimiento conjuntamente con el valor en pesos al que será considerado el medio de pago del que se trate.". 

VI.- El fin que persigue la ley 22.802, de Lealtad Comercial, es el de evitar que los consumidores, mediante indicaciones poco claras y engañosas, o inexactitudes, sean inducidos a error o falsedad en la adquisición de productos, mercaderías o en la contratación de servicios protegiéndose, de este modo, el derecho de aquéllos a una información adecuada, completa y veraz, en relación al consumo" (art. 42 de la C.N.). 

De las constancias de la causa, surge que la actora ha realizado una publicidad en el Diario La Nación, consignando allí los precios de los servicios ofrecidos en dólares estadounidenses (ver fs. 9), violando -de esa forma- los artículos 2o y 8º de la Resolución n° 7/02 -sustituidos por el 1 y 2 de la Resolución 2/05-, al no permitir que el consumidor pueda conocer el verdadero precio de que efectivamente debe pagar en caso de querer adquirir los servicios referidos. 

Es que de las normas aquí tratadas se desprende claramente que la información brindada al usuario deber ser clara, precisa y eficaz a fin de que éste puede tener conocimiento acabado de los bienes o servicios que va a adquirir, debiéndose -en el caso de autos- consignarse los precios en moneda de curso legal y forzoso de la República Argentina (Pesos). 

Asimismo, y en concordancia con lo arriba expuesto, resulta claro el apartamiento a lo dispuesto en el art.4º de la Ley 24.624, toda vez que el derecho a la información constituye uno de los pilares básicos en la relación de consumo, generando su transgresión responsabilidad directa sobre el infractor. 

Por todo lo expuesto, Voto por: desestimar el recurso de apelación interpuesto y, en consecuencia, confirmar la disposición DNCI n° 528/2008, con costas (art. 68, primera parte 

del CPCCN). 

El Sr. Juez Dr. Néstor Horacio Buján dijo: 

Adhiero al voto de la colega preopinante en el medida que el sumariado no acreditó que los servicios cuyos precios publicitara en dólares estadounidenses serían "prestados desde, hacia y en el exterior" en los términos establecidos en el tercer párrafo del art. 2º de la resolución (ex -SCD y DC) n° 7/02 -conforme texto del art. 1º de la resolución (ex - SCD y DC) n° 50/02, mantenido en el texto de la reforma introducida por el art. 1º de la resolución (SCT) n° 2/05- y, asimismo, dado que de la publicidad de fs. 3 surge q ue los servicios, además de los días de navegación, incluían una (1) noche de hotel cinco (5) estrellas en Buenos Aires y el pasaje aéreo (ida y vuelta) Buenos Aires - Ushuaia - Buenos Aires, no compadeciéndose -por ello- con el principio y fin del itinerario que extemporáneamente se invocó recién en el recurso por ante esta Cámara. 

En virtud del resultado que informa el Acuerdo que antecede, el Tribunal Resuelve: desestimar el recurso de apelación interpuesto y, en consecuencia, confirmar la disposición DNCI n° 528/2008, con costas (art. 68, primera parte del CPCCN). 

El Sr. Juez Dr. Pedro J. J. Coviello no suscribe la presente por hallarse en uso de licencia (art. 109 

del RJN). 

Regístrese, notifíquese y devuélvase.- 

Néstor Horacio Buján 

Clara María do Pico
